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Resumen
En el presente informe el Relator Especial informa sobre las actividades reali-

zadas y la correspondencia recibida durante los meses transcurridos de 2002. Hace
especial mención de la celebración en Ginebra de la segunda reunión de expertos so-
bre mercenarios, organizada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos, que tuvo lugar del 13 al 17 de mayo de 2002. A
continuación revisa la situación del continente africano en relación con las activida-
des mercenarias. Señala como hechos positivos la suscripción del acuerdo de cesa-
ción del fuego en Angola, celebrada el 5 de abril de 2002, entre el Jefe de Estado
Mayo de las Fuerzas Armadas Angoleñas y el Jefe de Estado Mayor de la UNITA así
como la celebración de elecciones presidenciales y legislativas en Sierra Leona el 14
de mayo de 2002.

Como asuntos que continúa observando con preocupación, el Relator Especial
menciona la continuación de la guerra en la República Democrática del Congo y las
masacres denunciadas en Kisangani en mayo de 2002; los recientes enfrentamientos
armados en Brazzaville en la República del Congo; las denuncias sobre reclutamiento
de mercenarios formuladas por el Gobierno de Guinea Ecuatorial; y el reciente re-
clutamiento de mercenarios para actuar en Madagascar.

La parte principal del informe está dedicada a las visitas que el Relator Especial
efectuó en misión oficial a El Salvador y Panamá. El Relator Especial expresa su
agradecimiento a los Gobiernos de dichos países por la plena cooperación brindada y
por la transparencia demostrada, lo que contribuyó al éxito de dichas visitas. El Re-
lator Especial informa que pudo conversar con las autoridades ejecutivas y judiciales
de dichos países sobre la Convención Internacional contra el reclutamiento, la utili-
zación, la financiación y el entrenamiento de mercenarios; la relación entre activida-
des mercenarias y terrorismo. Describe también las entrevistas que sostuvo en priva-
do en Panamá con cuatro detenidos inculpados de intentar asesinar en dicho país al
Jefe de Estado de Cuba en noviembre de 2000, y a quienes se vincula con el recluta-
miento de mercenarios para colocar explosivos en instalaciones turísticas de La Ha-
bana en 1997.

Por último, con relación a la Convención Internacional de 1989, el informe ha-
ce referencia al reciente depósito de los instrumentos de adhesión de Costa Rica,
Malí y Bélgica, con lo que son ya 24 los Estados partes en dicho instrumento interna-
cional, que entró en vigor el 20 de octubre de 2001.
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I. Introducción

1. La Asamblea General, durante su quincuagésimo
sexto período de sesiones, aprobó su resolución 56/232
de 24 de diciembre de 2001, por medio de la cual, inter
alia, reafirmó que la utilización, el reclutamiento, la fi-
nanciación y el entrenamiento de mercenarios suscitan
profunda preocupación en todos los Estados e infringen
los propósitos y principios consagrados en la Carta de
las Naciones Unidas.

2. La Asamblea decidió examinar durante su quin-
cuagésimo séptimo período de sesiones la cuestión de
la utilización de mercenarios como medio de violar los
derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del dere-
cho de los pueblos a la libre determinación. La Asam-
blea pidió al Relator Especial que, en dicho período de
sesiones, le presentara un informe que contuviera re-
comendaciones concretas sobre sus conclusiones rela-
tivas a la utilización de mercenarios para vulnerar el
derecho de los pueblos a la libre determinación. Le pi-
dió también que siguiese teniendo en cuenta en el cum-
plimiento de su mandato que los mercenarios continúan
realizando actividades en muchas partes del mundo y
que éstas revisten nuevas formas, manifestaciones y
modalidades. Le pidió además que propusiese una de-
finición más clara de los mercenarios que incluyese un
criterio claro de nacionalidad, sobre la base de sus con-
clusiones, las propuestas de los Estados y los resulta-
dos de las reuniones de expertos, y que hiciese suge-
rencias sobre el procedimiento que ha de seguirse para
la aprobación internacional de la nueva definición.

3. La Asamblea instó a todos los Estados a que
adoptaran las medidas necesarias y ejercieran el máxi-
mo de vigilancia contra la amenaza que entrañan las
actividades de los mercenarios y a que, mediante medi-
das legislativas apropiadas, se aseguraran de que su te-
rritorio y otros territorios bajo su control, así como sus
nacionales, no fuesen utilizados en el reclutamiento, la
concentración, la financiación, el entrenamiento y el
tránsito de mercenarios, para planificar actividades en-
caminadas a desestabilizar o derrocar al gobierno de
ningún Estado, o destruir o menoscabar, total o par-
cialmente, la integridad territorial o la unidad política
de los Estados soberanos e independientes que actúen
de conformidad con el derecho de los pueblos a la libre
determinación. Instó también a los Estados a que in-
vestigasen la posible participación de mercena-
rios cuandoquiera y dondequiera se produzcan actos
criminales de índole terrorista y a que enjuiciasen a los

responsables o considerasen su extradición, si ésta se
solicita, de conformidad con las leyes nacionales y los
tratados bilaterales o internacionales pertinentes.

4. La Asamblea acogió con satisfacción la reciente
entrada en vigor de la Convención Internacional contra
el reclutamiento, la utilización, la financiación y el en-
trenamiento de mercenarios (resolución 44/34, anexo)
y exhortó a todos los Estados que aún no lo hubieran
hecho a que considerasen la posibilidad de firmarla o
ratificarla, con carácter prioritario. Acogió asimismo
con satisfacción la promulgación por algunos Estados
de leyes que restringen el reclutamiento, la concentra-
ción, la financiación, el entrenamiento y el tránsito de
mercenarios. Acogió también con satisfacción la coo-
peración de los países que habían recibido visitas del
Relator Especial.

5. La Asamblea pidió a la Alta Comisionada de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos que, an-
tes del 59° período de sesiones de la Comisión de De-
rechos Humanos, convocase una segunda reunión de
expertos, con arreglo a la resolución 54/151 de la
Asamblea de 17 de diciembre de 1999, para seguir es-
tudiando y actualizando la legislación internacional y
formular recomendaciones con respecto a una defini-
ción jurídica más clara de los mercenarios que permita
prevenir y sancionar con mayor eficacia sus activida-
des. Pidió también a la Oficina del Alto Comisionado
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos
que, con carácter prioritario, diera publicidad a los
efectos negativos de las actividades de los mercenarios
para el derecho de los pueblos a la libre determinación
y que, cuando así se solicitara y procediera, prestara
servicios de asesoramiento a los Estados afectados por
las actividades de los mercenarios.

6. A este respecto, el Relator Especial debe informar
que la segunda reunión de expertos tuvo lugar en Gine-
bra del 13 al 17 de mayo de 2002 (véase la sección III,
infra). La primera reunión de expertos se había llevado
a cabo del 29 de enero al 2 de febrero de 2001, también
en Ginebra. El informe de la Alta Comisionada para los
Derechos Humanos sobre los resultados de dicho
evento será sometido a la Comisión de Derechos Hu-
manos durante su 59° período de sesiones.

7. El Relator Especial debe señalar que la Oficina
del Alto Comisionado ha cumplido ya con elaborar un
folleto informativo sobre los efectos negativos de las
actividades de los mercenarios para el derecho a la li-
bre determinación, que ha sido publicado como parte
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de su serie de folletos informativos sobre derechos hu-
manos (folleto No. 28).

8. Por su parte, la Comisión de Derechos Humanos
aprobó el 12 de abril de 2002, durante su 58° período
de sesiones, su resolución 2002/5. La Comisión de De-
rechos Humanos, inter alia, reafirmó que la utilización,
el reclutamiento, la financiación y el entrenamiento de
mercenarios son motivo de profunda preocupación para
todos los Estados y violan los propósitos y principios
consagrados en la Carta de las Naciones Unidas. La
Comisión reconoció que los conflictos armados, el te-
rrorismo, el tráfico de armas y las operaciones encu-
biertas de terceras Potencias, entre otras cosas, fomen-
tan la demanda de mercenarios en el mercado mundial.
Exhortó a todos los Estados a considerar la posibilidad
de tomar las medidas necesarias para firmar o ratificar
la Convención Internacional contra el reclutamiento, la
utilización, la financiación y el entrenamiento de mer-
cenarios y les invitó a investigar la posible participa-
ción de mercenarios en los actos criminales de índole
terrorista cuando y dondequiera se produjeran.

9. La Comisión de Derechos Humanos acogió con
satisfacción la entrada en vigor de la Convención In-
ternacional y celebró los esfuerzos desplegados por la
Oficina del Alto Comisionado con el fin de preparar la
segunda reunión de expertos sobre las formas tradicio-
nales y nuevas de las actividades de los mercenarios.
La Comisión pidió al Relator Especial que celebrase
consultas con los Estados y con las organizaciones
intergubernamentales y no gubernamentales sobre la
aplicación de la mencionada resolución a fin de pre-
sentarle, durante su 59° período de sesiones, un infor-
me que contuviese, con recomendaciones concretas,
sus conclusiones acerca de la utilización de mercena-
rios para vulnerar el derecho de los pueblos a la libre
determinación.

10. Cabe destacar que la Comisión pidió al Relator
Especial seguir teniendo en cuenta en el desempeño de
su mandato que aún hay actividades de mercenarios en
muchas partes del mundo, y que esas actividades están
adoptando nuevas formas, manifestaciones y modali-
dades. Pidió también a la Alta Comisionada que presta-
se al Relator Especial toda la asistencia y el apoyo ne-
cesarios para el cumplimiento de su mandato, inclusive
mediante el fomento de la cooperación entre el Relator
Especial y otros componentes del sistema de las Nacio-
nes Unidas que combaten las actividades relacionadas
con los mercenarios. Pidió asimismo a la Oficina del
Alto Comisionado, que, cuando así se solicite y proce-

da, preste servicios de asesoramiento a los Estados que
sean víctimas de las actividades de los mercenarios.

11. Por lo expuesto, y en cumplimiento de la resolu-
ción 56/232, el Relator Especial tiene el honor de pre-
sentar a la consideración de la Asamblea General en su
quincuagésimo séptimo período de sesiones el presente
informe.

II. Actividades del Relator Especial

A. Desarrollo del programa de actividades

12. El Relator Especial viajó a Ginebra en tres oca-
siones: del 25 al 29 de marzo de 2002 para participar
en el 58° período de sesiones de la Comisión de Dere-
chos Humanos; del 13 al 17 de mayo de 2002 para par-
ticipar en la segunda reunión de expertos sobre la
cuestión de los mercenarios; y del 24 al 28 de junio de
2002 para presidir la novena reunión de relatores y re-
presentantes especiales, expertos y presidentes de los
grupos de trabajo de la Comisión de Derechos Huma-
nos. Durante su permanencia en Ginebra el Relator Es-
pecial celebró consultas con representantes de diversos
Estados y se reunió con miembros de organizaciones
no gubernamentales. Celebró asimismo sesiones de
trabajo con la sección de procedimientos temáticos de
la Subdivisión de Actividades y Programas de la Ofici-
na del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Derechos Humanos.

13. Atendiendo una invitación oficial del Gobierno de
El Salvador, el Relator Especial visitó dicho país en
misión oficial del 5 al 8 de mayo de 2002. Visitó tam-
bién Panamá en misión oficial del 8 al 10 de mayo de
2002, atendiendo una invitación de dicho país. Una
descripción de estas visitas se encuentra en la sección
V del presente informe.

B. Correspondencia

14. En cumplimiento de las resoluciones 56/232 de la
Asamblea General y 2002/5 de la Comisión de Dere-
chos Humanos, el Relator Especial remitió el 2 de ma-
yo de 2002 una comunicación a todos los Estados
Miembros de la Organización, solicitándoles: a) infor-
mación sobre la eventual existencia de actividades
mercenarias que podrían haber tenido lugar reciente-
mente (reclutamiento, financiación, entrenamiento,
concentración, tránsito o utilización de mercenarios);
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b) información sobre la participación de nacionales en
condición de mercenarios en actos contrarios a la sobe-
ranía de otros Estados, al ejercicio de la libre determi-
nación de otros pueblos y al goce de los derechos hu-
manos; c) información sobre la eventual existencia de
actividades mercenarias en el territorio de otro país
contra el Estado en cuestión; d) información sobre la
eventual participación de mercenarios en la comisión
de hechos ilícitos internacionales, tales como atentados
terroristas, conformación y apoyo a escuadrones de la
muerte y organizaciones paramilitares, tráfico y se-
cuestro de personas, narcotráfico, tráfico de armas y
contrabando; e) información sobre la legislación inter-
na en vigencia y sobre los tratados relativos a la pres-
cripción de actividades mercenarias en los que el Esta-
do es parte; f) sugerencias para enriquecer el trata-
miento internacional del tema, incluyendo propuestas
de una definición más clara de mercenario; g) informa-
ción y opinión sobre las empresas privadas de servicios
de seguridad y asesoría y entrenamiento militar, y so-
bre la relación entre mercenarismo y terrorismo.

15. Mediante una nota verbal de fecha 22 de mayo de
2002, la Misión Permanente de Kuwait ante la Oficina
de las Naciones Unidas en Ginebra expresó lo siguiente:

“El Estado de Kuwait sigue manteniendo su
firme e inquebrantable postura de condenar la
utilización de mercenarios como medio de violar
los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio
del derecho de los pueblos a la libre determina-
ción, pues se trata de una violación manifiesta de
las normas que rigen las relaciones entre los Es-
tados y los pueblos, de los principios de los dere-
chos humanos y de los nobles valores inherentes
a la conciencia humana.

El Estado de Kuwait, como miembro de la
comunidad internacional, ha basado sus políticas
en el principio del respeto a la independencia de
los Estados y a su integridad territorial, y por
consiguiente condena la utilización, el entrena-
miento y la financiación de mercenarios. En con-
sonancia con esta firme e inquebrantable postura,
no permite ni permitirá que en su territorio se lle-
ven a cabo actividades de este tipo, ni apoya nin-
guna actividad realizada por mercenarios en nin-
gún otro Estado.

En cuanto a las medidas legislativas adopta-
das por Kuwait a fin de asegurar que su territorio
no pueda utilizarse para el reclutamiento, la fi-

nanciación y el entrenamiento de mercenarios,
quisiéramos señalar que en la historia de Kuwait
nunca ha existido ese fenómeno ni se han visto
actividades de ese tipo. De ahí que no se haya
promulgado ninguna legislación especial sobre
los mercenarios, pero el Estado de Kuwait se ad-
hirió a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949
sobre las víctimas de los conflictos armados, en
aplicación del Decreto del Emir de 12 de agosto
de 1967, así como a los dos Protocolos Adicio-
nales a los mencionados Convenios, en cumpli-
miento del Decreto del Emir emitido el 3 de di-
ciembre de 1984. Todos esos instrumentos han
adquirido fuerza legal en la legislación nacional
de Kuwait. Como se sabe, el Protocolo Adicional
I contiene una disposición sobre el no derecho de
los mercenarios al estatuto de combatientes o de
prisioneros de guerra, y sobre las consecuencias
jurídicas del mercenarismo.”

16. El Asesor Militar de la Misión Permanente de
Malawi ante las Naciones Unidas, Coronel John D.
Msonthi, Jr., mediante una carta de fecha 30 de mayo
de 2002, expresó al Relator Especial lo siguiente:

“Please be advised that the Malawi Human
Rights Commission has no information regarding
mercenaries in Malawi. The Comission is not
aware, or has not come across any information
indicating, that Malawi has mercenaries within its
borders, nor is it aware of any domestic legisla-
tion regarding mercenaries.

We regret that we could not be of any
assistance to you in carrying out the mandate con-
ferred on you in preparing the reports for sub-
mission to the General Assembly and the Co-
mission on Human Rights.”

17. El Representante Permanente de Guatemala ante
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, Embaja-
dor Antonio Arenales Forno, mediante una carta remi-
tida al Relator Especial el 10 de junio de 2002, trans-
mitió el informe del Estado de Guatemala, elaborado
por su Ministerio de la Defensa Nacional. Dicho in-
forme señala lo siguiente:

“No existe antecedente alguno que indique
la existencia de actividades mercenarias por parte
de los miembros del Ejército de Guatemala.

Bajo el ámbito del Ejército de Guatemala,
no existe información ni indicativos que permitan
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identificar acciones como las que se mencionan
en estas tres preguntas.

Según el artículo 149 de la Constitución
Política de la República:

‘Guatemala normará sus relaciones
con otros Estados, de conformidad con los
principios, reglas y prácticas internaciona-
les, con el propósito de contribuir al mante-
nimiento de la paz y la libertad, al respeto y
defensa de los derechos humanos, al fortale-
cimiento de los procesos democráticos e
instituciones internacionales que garanticen
el beneficio mutuo y equitativo entre los
Estados.

Artículo 46. Preeminencia del Derecho
Internacional. Se establece el principio ge-
neral de que en materia de derechos huma-
nos los tratados y convenciones aceptados y
ratificados por Guatemala, tienen preemi-
nencia sobre el derecho interno.

Artículo 244. Integración, organización
y fines del Ejército. El Ejército de Guatemala
es una institución destinada a mantener la in-
dependencia, la soberanía y el honor de
Guatemala, la integridad del territorio, la paz
y la seguridad interior y exterior.

Es único indivisible, esencialmente
profesional, apolítico, obediente y no deli-
berante. Está integrado por fuerza de tierra,
aire y mar.

Artículo 245. Prohibición de grupos
armados ilegales. Es punible la organización
y funcionamiento de grupos armados no re-
gulados por las leyes de la República y sus
reglamentos.

Artículo 247. Requisitos para ser ofi-
cial del Ejército. Para ser oficial del Ejército
de Guatemala, se requiere ser guatemalteco
de origen y no haber adoptado en ningún
tiempo nacionalidad extranjera.’

El Ejército de Guatemala es consciente de la
gran importancia que tiene la prohibición de la
utilización de mercenarios en los conflictos ar-
mados, apoya plenamente los instrumentos de de-
rechos humanos en los cuales las Naciones Uni-
das denuncian las prácticas de utilización de mer-

cenarios e insta a que continúen los esfuerzos por
establecer consensos sobre la regulación interna-
cional y nacional, a fin de contribuir a superar los
vacíos legales que vienen facilitando en la actua-
lidad el empleo de mercenarios y su proliferación.

No se tiene conocimiento de la existencia de
este tipo de empresa, que ofrecen sus servicios a
gobiernos para intervenir en conflictos armados
de orden interno con el concurso de profesionales
militares, con el objeto de mejorar la eficacia mi-
litar de las fuerzas gubernamentales.

Se considera que el terrorismo también es
una actividad criminal en la que participan mer-
cenarios, que, por una paga, prescinden de las
más elementales consideraciones de respeto a
la vida humana, al orden legal de un país y a su
seguridad.”

18. Mediante una nota verbal de fecha 21 de junio de
2002, la Misión Permanente de la República de Moldo-
va ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra
informó que dicho país no dispone de informaciones
sobre la eventual participación de ciudadanos de dicho
país en actividades de mercenarios.

19. Mediante una carta de fecha 23 de mayo de 2002,
la Sra. Cheryl J. Sim, Consejera para Asuntos Políticos
de la Misión Permanente de los Estados Unidos de
América ante la Oficina de las Naciones Unidas en Gi-
nebra, informó al Relator Especial que su Gobierno le
reiteraba su invitación para visitar su país y proponía
que la visita se realizase a fines del mes de enero de
2003. El Relator Especial reitera su reconocimiento por
la invitación cursada y espera poder visitar los Estados
Unidos de América en las fechas sugeridas. Dicha vi-
sita le permitirá dialogar con las autoridades del Go-
bierno y con representantes de las comunidades aca-
démica y no gubernamental norteamericanas sobre las
relaciones entre mercenarios y terrorismo, y entre acti-
vidades mercenarias y tráfico de personas, de armas y
de drogas; y sobre el recurso a la utilización de merce-
narios por parte de organizaciones de exiliados que
persiguen derrocar a los gobiernos de sus países.

III. Segunda reunión de expertos

20. En cumplimiento de las resoluciones mandatorias
56/232 de 24 de diciembre de 2001 de la Asamblea Ge-
neral y 2002/5 de la Comisión de Derechos Humanos
de 12 de abril de 2002, la Oficina del Alto Comisionado
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para los Derechos Humanos organizó la segunda reunión
de expertos sobre el tema de mercenarios, convocada pa-
ra una reflexión sustantiva sobre la amplitud de modali-
dades que hoy se adoptan en las actividades mercenarias
y para ofrecer contribuciones que permitan contar
con una definición jurídica actualizada del concepto de
mercenario.

21. La reunión se llevó a cabo del 13 al 17 de mayo de
2002 en Ginebra, con la participación de nueve expertos
invitados, representando las distintas regiones geográfi-
cas y sistemas jurídicos, y del Relator Especial. Asistie-
ron a la reunión los expertos Chaloka Beyani (Zambia),
Eric David (Bélgica), Vojin Dimitrijevic (Yugoslavia),
Silvia Fernández de Gurmendi (Argentina), Françoise
Hampson (Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda
del Norte), Olga Miranda Bravo (Cuba), Arpad Prandler
(Hungría), I. A. Rehman (Pakistán), y Martín Schönteich
(Sudáfrica). La reunión estuvo presidida por Silvia
Fernández de Gurmendi, y Chaloka Beyani actuó como
relator.

22. El análisis contuvo aspectos relativos a los aconte-
cimientos recientes en la cuestión de las actividades
mercenarias; al mandato del Relator Especial; a la crimi-
nalización o penalización de la actividad mercenaria; a
la definición de mercenario; a la responsabilidad de los
Estados por las actividades mercenarias; a las relaciones
entre actividades mercenarias y terrorismo y a la regula-
ción de las compañías privadas de asistencia y asesoría
militar. Se analizó en detalle las legislaciones belga y
sudafricana, así como el artículo 47 del Protocolo Adi-
cional I a los Convenios de Ginebra de 1949 y la Con-
vención Internacional contra el reclutamiento, la utiliza-
ción, la financiación y el entrenamiento de mercenarios.
El informe de la segunda reunión de expertos será entre-
gado por la Alta Comisionada de las Naciones Unidas
para los Derechos Humanos a la Comisión de Derechos
Humanos durante su 59° período de sesiones.

23. Al igual que durante la primera reunión, particu-
lar importancia mereció el análisis sobre la definición
de mercenario, teniendo en cuenta además los aspectos
relativos al enmarcamiento jurídico de la cuestión y las
dificultades para considerar las diversas modalidades
en la que se presenta el componente mercenario. No
hubo consenso para proponer una definición alternati-
va, pero se han sugerido elementos que el Relator Es-
pecial analizará al momento de concluir su estudio so-
bre esta cuestión.

IV. Actividades mercenarias en África

24. Quince años después del establecimiento de la Re-
latoría Especial sobre la cuestión de la utilización de
mercenarios como medio de violar los derechos huma-
nos y de obstaculizar el ejercicio del derecho de los pue-
blos a la libre determinación, la paz sigue siendo una
situación desconocida para muchos pueblos de África.
En muchos lugares del continente, los conflictos arma-
dos, incluso de alcance regional, acaban con la vida de
cientos o miles de africanos. En muchos de estos con-
flictos, el componente mercenario está presente, sea a
través de contratos de reclutamiento, de entrenamiento,
de participación en acciones directas en combate o a tra-
vés de las varias formas de tráfico ilícito que abundan en
las zonas afectadas por conflictos armados.

25. Si bien se han presentado algunos signos positi-
vos, como el reciente acuerdo de cesación del fuego en
Angola o la celebración de elecciones presidenciales y
legislativas en Sierra Leona, han continuado los proce-
sos de descomposición social y política, acompañados
de tensiones armadas. Graves situaciones siguen dete-
riorando la precaria formación del Estado nación, entre
las que cabe mencionar crisis profundas de estabilidad
gubernamental y sordas luchas por el control de yaci-
mientos petrolíferos y minerales y otros valiosos recur-
sos naturales. Se dan guerras por el control de yaci-
mientos diamantíferos.

26. El ejercicio del derecho a la libre determinación
de los pueblos africanos se encuentra asediado por una
larga serie de conflictos armados con componente mer-
cenario. Se afecta asimismo la soberanía de dichos
pueblos sobre sus recursos naturales y la explotación
racional de éstos.

27. Los primeros informes de esta Relatoría Especial
se refirieron a conflictos armados en los cuales se po-
nía en cuestión el ejercicio del derecho a la libre de-
terminación de los pueblos africanos. Ahora, estos con-
flictos parecen girar en torno a otro problema: el de los
recursos naturales —del petróleo, uranio, magnesio,
bauxita y, particularmente, los diamantes y otras pie-
dras preciosas. La codicia de su posesión es un factor
eficiente para la desestabilización de gobiernos legíti-
mos, el armamento y la financiación de grupos rebeldes
y el atizamiento de conflictos internos. No son ajenos a
estos conflictos quienes, desde Europa, controlan
los mercados de piedras preciosas, particularmente
diamantes.
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28. Recientemente, el ciudadano sudafricano Johan
Niemoller, dirigente del partido de extrema derecha
Die Volk y vinculado al siniestro Civil Cooperation
Bureau, escuadrón de la muerte de la era del apartheid,
fue condenado por el tribunal de Krugersdorp a dos
años de prisión y a una multa de 100.000 rand por su
participación en un tráfico ilegal de diamantes adquiri-
dos a miembros de la UNITA y vendidos en el mercado
de Amberes por un valor de 1,1 millones de rand. Se
comprobó además que Niemoller abastecía a la UNITA
de armamento y que participaba en el reclutamiento de
mercenarios en Europa a favor de dicha organización.
Entre los antecedentes de Niemoller se menciona su
participación en el planeamiento del asesinato del diri-
gente de la South West Africa People’ s Organization,
Anton Lubowski.

29. A 42 años después de lograr su independencia, la
guerra civil que afecta a la República Democrática del
Congo, con la intervención de otros Estados africanos,
cuesta al país el 80% de sus recursos. Graves masacres
fueron denunciadas en marzo de 2002 en el este y el
noreste del país. Tropas de Angola, Namibia y Zimba-
bwe han apoyado al Gobierno del Presidente Joseph
Kabila, mientras que fuerzas provenientes de Rwanda y
de Uganda apoyaban a los rebeldes, entre los que se
destacaban el Frente de Liberación del Congo y la
Coalición Congoleña para la Democracia. La cesación
del fuego pactada en 1999 ha sido violada repetida-
mente. En la frontera con Uganda, continúan los en-
frentamientos étnicos entre los lendu y los hema, estos
últimos apoyados por fuerzas de Uganda. La presencia
de mercenarios en la República Democrática del Congo
no es nueva —se remonta, como se sabe, al momento
mismo de su independencia, que se trató de impedir
con mercenarios.

30. En el noreste de Rwanda, murieron recientemente
150 rebeldes hutus en enfrentamientos con el Ejército
Patriótico Rwandés. En Guinea Ecuatorial, el Ministro
del Interior, Clemente Engonga Nguema, y el Ministro
Portavoz de Gobierno, Antonio Fernando Nué Ngu,
denunciaron el 21 de marzo de 2002 que el ex Presi-
dente del Parlamento y dirigente del partido Fuerza
Demócrata Republicana, Felipe Ondo Obiang Alogo,
conjuntamente con otros dirigentes políticos, habían
tratado de reclutar mercenarios con el objeto de deses-
tabilizar el país.

31. El Relator Especial debe señalar, como un hecho
particularmente positivo para la paz en el continente, la
suscripción del acuerdo de cesación del fuego en An-

gola celebrada el 5 de abril de 2002 entre el General
Armando da Cruz Neto, Jefe de Estado Mayor de las
Fuerzas Armadas Angoleñas, y el Jefe de Estado Ma-
yor de la UNITA, Abreu Muengo. Dicho acuerdo reto-
maría los procesos de paz, reconstrucción y democrati-
zación de Angola iniciados con el Protocolo de Lusaka
de 1994. El acuerdo prevé la celebración de elecciones
en un plazo máximo de dos años, la reintegración de
50.000 miembros de la UNITA y un plan de emergen-
cia para los desplazados internos. La larga guerra civil
de 27 años en Angola deja tras de sí 1 millón de muer-
tos, 50.000 huérfanos, 100.000 mutilados por minas
antipersonales y un tercio de la población, o 4 millones
de personas, en situación de desplazados.

32. También es un acontecimiento positivo la cele-
bración de elecciones presidenciales y legislativas en
Sierra Leona, que tuvieron lugar el 14 de mayo de 2002
y que marcan la superación de una cruenta guerra civil
de 10 años que dejó cientos de miles de muertos, heri-
dos y mutilados.

33. El Relator Especial no ha dejado de estudiar la
naturaleza de los conflictos que afectaron y afectan al
África, ni de proponer una política global de defensa de
la vida, de la integridad personal, de la libertad y segu-
ridad de las personas y de respeto a la soberanía de los
Estados africanos. El Relator Especial observa con
preocupación las recientes denuncias recibidas sobre el
reclutamiento y contratación de mercenarios para ac-
tuar en Madagascar, país que atraviesa una grave crisis
política que el Relator espera pueda superarse gracias a
los buenos oficios de las Naciones Unidas y de la Or-
ganización de la Unidad Africana. Observa también
con preocupación los recientes enfrentamientos arma-
dos en Brazzaville, República del Congo, entre fuerzas
gubernamentales y fuerzas rebeldes, que han ocasiona-
do decenas de muertos. No puede, por último, dejar de
llamar la atención sobre la situación en las Comoras,
país que ha sufrido a través de su historia diversas
agresiones de bandas de mercenarios.

V. Visitas a El Salvador y Panamá

A. Informe sobre las visitas

34. El Relator Especial desea en primer lugar expre-
sar su agradecimiento a los Gobiernos de El Salvador y
Panamá por las invitaciones formuladas para visitar sus
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países en cumplimiento de su mandato y por la colabo-
ración y transparencia brindadas.

35. La visita en misión oficial que el Relator Especial
realizó a los países mencionados le permitió continuar
sus indagaciones sobre actividades de utilizar territo-
rios centroamericanos para reclutar y entrenar merce-
narios que luego participarían en actos ilícitos crimi-
nales, señaladamente contra Cuba, sus dirigentes polí-
ticos, su población y sus instalaciones.

36. El Relator Especial recibió informaciones relati-
vas a que el territorio salvadoreño fue utilizado para la
planificación de atentados y para el reclutamiento y
entrenamiento de algunos autores materiales de los
mismos. Luis Clemente Faustino Posada Carriles, alias
Ignacio Medina, alias Franco Rodríguez Mena,  habría
reclutado al ciudadano salvadoreño Otto René Rodrí-
guez Llerena, autor material de uno de los atentados
cometidos en La Habana y detenido en Cuba.

37. La visita del Relator Especial a  El Salvador, que
tuvo lugar del 5 al 8 de mayo de 2002, le permitió sos-
tener entrevistas con la Ministra de Relaciones Exterio-
res de dicho país, Dra. María Eugenia Brizuela de
Ávila, con el Ministro de Gobernación, con el Presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia, con el Fiscal
General de la República, con la Procuradora para la
Defensa de los Derechos Humanos, con el Viceministro
de la Defensa Nacional, con el Viceministro de Seguri-
dad Ciudadana, con el Director General de la Policía
Nacional Civil y con representantes del Órgano de In-
teligencia del Estado. Tuvo también ocasión el Relator
Especial de reunirse y analizar cuestiones humanitarias
con los familiares de Raúl Ernesto Cruz León y Otto
René Rodríguez Llerena, a quienes había entrevistado
en prisión durante su visita a Cuba en septiembre
de 1999.

38. Las visitas a El Salvador y a Panamá permitieron
al Relator Especial intercambiar diversos puntos de
vista con las  autoridades ejecutivas y judiciales salva-
doreñas y panameñas, particularmente en lo relativo a
la Convención Internacional contra el reclutamiento, la
utilización, la financiación y el entrenamiento de mer-
cenarios de 1989, a la definición de mercenario y a las
relaciones entre terrorismo y actividades mercenarias.

39. También recibió el Relator Especial información
sobre la obtención por parte de Luis Posada Carriles
de un pasaporte salvadoreño falso que le permitió via-
jar a Panamá el 3 de noviembre de 2000, con la su-
puesta intención de atentar contra la vida del Presidente

de los Consejos de Estado y de Gobierno de Cuba, Fi-
del Castro, durante la décima Cumbre Iberoamericana
de Jefes de Estado y de Gobierno, que se realizó el 17
y 18 de noviembre de 2000.

40. Como se recordará, Posada Carriles fue acusado
de ser el autor de la explosión en pleno vuelo sobre
Barbados de un avión de pasajeros de Cubana de Avia-
ción en 1976, atentado en el que murieron 73 personas.
Posada Carriles fue un agente de la Agencia Central de
Inteligencia (CIA) de los Estados Unidos de América y
trabajó con la oposición anti-castrista hasta que fue re-
clutado por la policía de Venezuela. Luego del atentado
contra el avión de Cubana de Aviación, huyó caminan-
do tranquilamente de una cárcel venezolana. Poste-
riormente apareció vinculado a operaciones de apoyo y
suministro de armas a la denominada contra nicara-
güense, bajo las órdenes del Coronel Oliver North. Se
afirma que residió en El Salvador desde una época tan
lejana como 1980, y que incluso habría colaborado con
los servicios de inteligencia del Gobierno del Presi-
dente Napoleón Duarte. Se le acusa también de haber
organizado la campaña de acciones terroristas contra
instalaciones turísticas de La Habana en 1997, a través
del cubano-americano Chávez Abarca.

41. El Relator Especial ha pedido al Gobierno de El
Salvador mayor información sobre los antecedentes y la
presencia de Posada Carriles en El Salvador; los propie-
tarios y las circunstancias de adquisición de los tres
vehículos que utilizó en el país; las actividades a las que
se dedicaba en territorio salvadoreño; sus vínculos o co-
nexiones empresariales, sociales y políticos; y los bienes
inmuebles o muebles que eventualmente poseía. Tam-
bién ha solicitado información sobre las personas, y su
actual situación jurídica, que facilitaron al Sr. Posada
Carriles la obtención de documentación de identidad fal-
sa y sobre los datos que puede aportar el análisis del
movimiento migratorio de esta persona. Según la infor-
mación que le fue entregada al Relator Especial, Posada
Carriles habría entrado o salido de territorio salvadoreño
más de 50 veces entre 1990 y 2000.

42. La información que el Relator Especial recogió
durante su visita a El Salvador se limita principalmente
a la supuesta comisión de los delitos de uso de docu-
mento falso, falsedad ideológica y uso de documento
de identidad falso. Además, y en base a los datos obte-
nidos, el Relator Especial ha solicitado al Gobierno de
El Salvador información sobre las actividades que el
Sr. Posada Carriles realizaba en el país y si éstas eran o
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no legales, a la luz tanto del derecho interno salvadore-
ño como del derecho internacional.

43. La visita a la República de Panamá tuvo lugar del
8 al 10 de mayo de 2002. El Relator Especial pudo en-
trevistarse con altos funcionarios del Ministerio de
Relaciones Exteriores, con magistrados del Segundo
Tribunal Superior de Justicia y con funcionarios de la
Procuraduría General de la Nación. En la sede de la
Policía Nacional en la Ciudad de Panamá se entrevistó
con los detenidos Luis Posada Carriles y Pedro Crispín
Remón Rodríguez. Posteriormente visitó la cárcel El
Renacer, donde pudo entrevistarse con los Sres. Gaspar
Eugenio Jiménez Escobedo, alias Manuel Díaz, y Gui-
llermo Novo Sampoll.

44. Las autoridades panameñas informaron al Relator
Especial que Posada Carriles, alias Franco Rodríguez
Mena, ingresó al país el 3 de noviembre de 2000, proce-
dente de Costa Rica. Los procesos judiciales contra él y
los otros tres detenidos estaban en curso. Se les había in-
coado de oficio procesos por los delitos descritos en el
artículo 5 de la Ley 53 de 12 de diciembre de 1995 (po-
sesión de explosivos); el capítulo I, título VII del Libro
Segundo del Código Penal (contra la seguridad colectiva
que implica peligro común); el capítulo III, título VII del
Libro Segundo del Código Penal (asociación ilícita); y el
capítulo I, título VIII del Libro Segundo del Código Pe-
nal (contra la fe pública). Mediante resoluciones de fe-
chas 6 de diciembre de 2000 y 10 de enero de 2001,
emitidas por la Fiscalía Primera de Circuito del Primer
Distrito Judicial de Panamá, se les había impuesto medi-
da cautelar de detención preventiva.

45. Las autoridades panameñas informaron también
al Relator Especial que en el expediente que se sigue
en la Fiscalía Cuarta Superior del Primer Distrito Judi-
cial de Panamá, no existe constancia alguna que Posada
Carriles hubiese confesado su participación en los
atentados terroristas cometidos en 1997 en La Habana.

46. Durante la entrevista en la sede de la Policía Na-
cional en la Ciudad de Panamá, Luis Posada Carriles
informó al Relator Especial que había viajado a Pana-
má con la intención de protestar pacíficamente contra
la presencia del Presidente Fidel Castro en la décima
Cumbre Iberoamericana y brindar apoyo logístico a
una supuesta deserción del jefe de los servicios de in-
teligencia de Cuba, el General Delgado. También mani-
festó que todo había sido un engaño montado por los
servicios de inteligencia cubanos con el propósito de
conducirle a Panamá, hacerle detener, y eventualmente

extraditarle a Cuba. Ni él ni sus compañeros habían
planeado el asesinato del Presidente Fidel Castro. Parte
del montaje, según expresó, había sido el intento de
asociarlos con explosivos plásticos: 8 libras de material
explosivo plástico de tipo C-4 y 50 paquetes conte-
niendo 32 libras de tipo Semtex, que fueron encontra-
dos enterrados en el sector Mañanitas, en las afueras de
la ciudad.

47. Posada Carriles manifestó que no conocía a Otto
René Rodríguez Llerena. Respecto al uso de docu-
mentos de identidad y pasaportes falsos, dijo que era
una necesidad porque usar su verdadero nombre equi-
valía a poner en peligro su vida. Sus diferencias con el
Jefe de Estado de Cuba comenzaron en los años en que
ambos eran estudiantes en la Universidad de La Haba-
na. Había emigrado a los Estados Unidos de América,
donde luego trabajó para la CIA. Luego de renunciar a
la CIA viajó a Venezuela, donde trabajó con la policía
de ese país. Fue detenido durante varios meses sin car-
gos en relación con el derribo del avión de Cubana de
Aviación, aunque afirmó  que ante la ausencia total de
pruebas que le vincularan con dicho atentado, los guar-
dianes de la prisión le dejaron salir tranquilamente.
Negó categóricamente ser un mercenario y se definió
como un combatiente anticastrista comprometido en la
lucha política y militar por la libertad de su país.

48. Preguntado sobre las entrevistas que concedió en
1998 al periódico The New York Times y a la cadena
Telenoticias de Miami, Florida, implicando a la Funda-
ción Nacional Cubano-Americana en la financiación de
la campaña de atentados en hoteles de La Habana
de 1997, respondió que él había desmentido dichas in-
formaciones y que The New York Times había publica-
do la correspondiente rectificación, aunque en caracte-
res pequeños.

49. Pedro Remón Rodríguez confirmó lo dicho por
Posada Carriles. Agregó que siempre desconfió de la
supuesta deserción del alto jefe de inteligencia cubano,
pero que asumió viajar a Panamá  como un riesgo cal-
culado. No era la primera vez que debían prestar co-
bertura a la deserción de una personalidad cubana. Re-
chazó que se le considerase mercenario y admitió estar
dispuesto a actuar contra el Gobierno de Cuba, aunque
sólo a través de acciones políticas y militares, sin recu-
rrir al terrorismo. Jamás habría participado en la colo-
cación de un artefacto explosivo que ocasionase la
muerte de inocentes. Agregó que contrariamente a
lo que se pensaba, los oponentes al Gobierno de Cuba
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viven en Miami una dura vida de trabajo laborioso y
padecen  estrecheces económicas.

50. Similares pareceres fueron expresados por Gui-
llermo Novo Sampoll y Gaspar Jiménez Escobedo,
quienes fueron entrevistados por el Relator Especial en
la cárcel El Renacer. Ambos afirmaron haber viajado a
Panamá a pedido de Posada Carriles, para ayudar a de-
sertar al general cubano mencionado. Ante las pregun-
tas del Relator Especial, afirmaron que cuando fueron
arrestados, no tenían decidido cómo sacar a dicha per-
sona del país. Una posibilidad sería atravesar la fronte-
ra terrestre con Costa Rica y embarcarla en avión hacia
los Estados Unidos. Otra era intentar sacar a esta per-
sona de Panamá directamente en avión. Ambos negaron
haber participado en acciones terroristas, aunque ad-
mitieron la posibilidad de llevar a cabo acciones milita-
res contra el Gobierno de Cuba. Afirmaron también
que no tenían ninguna relación con los explosivos en-
contrados, y que los detonadores de los mismos no ha-
bían sido hallados. Tampoco se había encontrado en su
poder ningún plano de ubicación ni de las instalaciones
de la Universidad de Panamá donde supuestamente se
cometería el atentado.

51. Tanto Posada Carriles como Novo Sampoll pare-
cían sufrir de algunos problemas de salud más o menos
serios y se refirieron expresamente a ellos. Los cuatro
detenidos parecían ser bien tratados en detención, en
cuanto a condiciones materiales se refiere. Sí se queja-
ron de la lentitud de los procedimientos judiciales y
expresaron su esperanza de estar pronto de regreso en
Miami.

52. El Relator Especial ha solicitado al Gobierno de
Panamá información adicional, así como una copia del
atestado o parte policial relativo al arresto de estas per-
sonas en el hotel Coral Suites del este de la Capital,
una copia del atestado o parte policial relativo a la in-
cautación de los explosivos y una copia de la denuncia
o anuncio por el Jefe de Estado de Cuba o por sus ser-
vicios de seguridad respecto a la preparación de un
atentado contra su persona.  El Relator desea saber si
otras personas ingresaron al país en las fechas señala-
das en conexión con los hechos que se imputan a los
cuatro inculpados; cuál ha sido la eventual participa-
ción de César Matamoros, del ciudadano hondureño
Carlos Vicente López Sánchez y del chófer contratado
por Posada Carriles, el ciudadano panameño José Ma-
nuel Hurtado Viveros; y cuál es la posibilidad de la
presencia en Panamá de una célula de personas de ori-

gen cubano para proporcionar apoyo y cobertura a los
detenidos.

53. Resulta necesario determinar si se ha descartado
que el presunto atentado contra el Presidente Fidel
Castro hubiere podido tener lugar en un lugar diferente
al Paraninfo de la Universidad de Panamá o a la auto-
pista al aeropuerto de Tocumen; dónde, cómo y en qué
circunstancias el material explosivo fue incautado;
quiénes más han sido detenidos en torno a este asunto y
cuál es su situación jurídica actual; cómo y por quién
fue ingresado al país dicho material; y si los detonado-
res fueron encontrados.

B. Análisis

54. Si bien las visitas a El Salvador y Panamá han
arrojado datos interesantes, cotejar relatos, procesar la
información y analizar las evidencias reunidas ha obli-
gado al Relator Especial a plantear cuestiones temáti-
cas y a solicitar a las autoridades salvadoreñas y pana-
meñas la aclaración de asuntos donde no hay suficiente
claridad. En tanto no se reciban las respuestas, el Re-
lator Especial estima no estar en condiciones de reali-
zar un análisis certero y de formular conclusiones defi-
nitivas sobre las denuncias de actividades mercenarias
en los territorios de los países citados. En efecto, hay
demasiados cabos sueltos en los datos proporcionados
por los funcionarios entrevistados en cada país: la in-
formación obtenida es insuficiente y requiere de expli-
cación la liberalidad con la que se ha actuado en casos
de personas que parecen haber estado comprometidos
en actos ilícitos, que sirvió para que Posada Carriles,
por ejemplo, gozara de amplia libertad de movimiento
durante los largos años que residió en El Salvador.

55. Por lo que se refiere a las declaraciones de Luis
Posada Carriles, Pedro Remón Rodríguez, Guillermo
Novo Sampoll y Gaspar Jiménez Escobedo, se trata por
cierto de testimonios de parte, y el Relator Especial ha
cumplido con transcribirlos con la mayor objetividad
posible en la memoria descriptiva de la visita. Señala al
mismo tiempo que esos testimonios no fueron acompa-
ñados de pruebas materiales en las cuales sustentar las
afirmaciones expuestas.

56. En cumplimiento de sus obligaciones el Relator
Especial está trabajando en la verificación de los testi-
monios recibidos y en el cotejo de la documentación que
espera recibir de las autoridades panameñas y eventual-
mente de otros países. No obstante, debe adelantar como
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primer elemento de análisis que no parece plausible que
personas experimentadas en la lucha política y militar
contra un gobierno, que es como se identifican los decla-
rantes, se hayan introducido en un país para ayudar a
una alta personalidad visitante en su deserción y fuga sin
contar con un plan preconcebido. En efecto, los decla-
rantes señalan que no tenían un plan previo de secuestro
y fuga y que no contaban asimismo con una red y una
infraestructura local de apoyo. Esta confesión de con-
ducta ingenua, en la que personas experimentadas, cuyo
oficio conspirativo está probado, admiten haber estado
en un hotel esperando pasivamente ser avisados para
actuar, no parece verosímil ni es hábil como coartada.
Incita más bien a pensar que se está ocultando informa-
ción y protegiendo a otras personas, o, lo que es peor, a
admitir que eran otras las intenciones que les llevaron a
instalarse en Panamá en forma coincidente a la décima
Cumbre Iberoamericana.

57. Por lo demás, los declarantes no parecen percibir
o distinguir los límites éticos que separan la lucha po-
lítica y militar contra un régimen, planteamiento que
suscriben, de la comisión de delitos contra personali-
dades políticas que son el centro de su encono. La
vehemencia de gestos y expresiones o los antecedentes
de hechos conspirativos que no niegan, sino que rein-
terpretan como parte de un compromiso libertario a fa-
vor de su país de origen, pueden llevar a suponer que,
no les es ajena la teoría del mal menor, o la del fin
(“acabar con la dictadura”) que justifica los medios.
Como se sabe, ambas posiciones se traducen en la
práctica como conductas que no reparan en la comisión
de delitos, que a su juicio no son tales porque supues-
tamente sirven a una causa justa.

VI. Estado actual de la Convención
Internacional contra el
reclutamiento, la utilización, la
financiación y el entrenamiento
de mercenarios

58. La Convención Internacional contra el recluta-
miento, la utilización, la financiación y el entrena-
miento de mercenarios, adoptada por la Asamblea Ge-
neral en su resolución 44/34, de 4 de diciembre
de 1989, entró en vigor el 20 de octubre de 2001, al
depositarse en la Secretaría General de la Organización
el vigésimo segundo instrumento de ratificación o ad-
hesión. Hoy son ya 24 los Estados partes en la misma.

Cabe señalar que Costa Rica depositó su instrumento
de adhesión el 20 de septiembre de 2001, Malí el 12 de
abril de 2002 y Bélgica el 31 de mayo de 2002.

59. El Relator Especial, pese a los reparos a la defini-
ción contenida en el artículo 1, estima que la entrada en
vigor de la Convención Internacional facilita la oportu-
nidad para introducir mejoras en ese importante ins-
trumento a través de un protocolo. Ello puede consti-
tuir un principio de solución para considerar activida-
des mercenarias recientes que están impunes. La Con-
vención facilita también la cooperación preventiva en-
tre los Estados, una mejor calificación de las situacio-
nes con componente mercenario, la clara determinación
de la jurisdicción competente en cada caso, los proce-
dimientos de extradición de mercenarios y el juicio y
sanción penal efectivos de las personas incursas en este
delito.

60. Como se ha señalado, 24 Estados han culminado
ya los procesos formales conducentes a la expresión de
su consentimiento en obligarse por la Convención In-
ternacional. Dichos Estados son la Arabia Saudita,
Azerbaiyán, Barbados, Belarús, Bélgica, el Camerún,
Chipre, Costa Rica, Croacia, Georgia, Italia, la Jamahi-
riya Árabe Libia, Maldivas, Malí, Mauritania, Qatar, el
Senegal, Seychelles, Suriname, el Togo, Turkmenistán,
Ucrania, el Uruguay y Uzbekistán. Otros nueve Esta-
dos han suscrito la Convención Internacional, pero to-
davía no la han ratificado. Se trata de Alemania, An-
gola, el Congo, Marruecos, Nigeria, Polonia, la Repú-
blica Democrática del Congo, Rumania y Yugoslavia.

VII. Conclusiones

61. La resolución 56/232 de la Asamblea General
reafirmó la condena a las actividades mercenarias,
reconoció que éstas se han ampliado hacia todo tipo
de conflictos armados, terrorismo, tráfico ilícito y
operaciones encubiertas, y recomendó por ello a los
Estados Miembros adoptar las medidas conducentes
a evitar el uso de sus territorios en hechos criminales
caracterizados por la presencia de mercenarios.
En tal contexto, la resolución de la Asamblea Gene-
ral encargó al Relator Especial que profundizara en
el tema, teniendo en cuenta las nuevas formas, mani-
festaciones y modalidades en que se expresan las ac-
tividades mercenarias. De conformidad con el man-
dato recibido de la Asamblea, el Relator ha procedi-
do a realizar consultas con los Estados, las organiza-
ciones intergubernamentales y las organizaciones no
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gubernamentales, con miras a obtener información y
proponer políticas preventivas que contribuyan a la
eliminación de las actividades mercenarias en cual-
quier parte del mundo. Del mismo modo, el Relator
Especial está trabajando en la formulación de una
nueva definición de mercenarios. A este efecto ha so-
licitado opiniones de los Estados, organizaciones y
expertos, y ha recogido algunos de los elementos del
trabajo sobre este tema que se realizó en la reciente
segunda reunión de expertos sobre mercenarios.

62. Uno de los casos más visibles de exacción de
las riquezas africanas fue el de la UNITA en Angola.
Esta fuerza rebelde empleó el mayor número de
mercenarios durante el largo conflicto que la en-
frentó al Gobierno de su país. En los territorios que
controló, extrajo y comercializó ilimitadamente
diamantes, a pesar de la prohibición de las Naciones
Unidas. La UNITA llevó a cabo un tráfico ilegal de
diamantes hacia los mercados europeos, principalmen-
te a Amberes, valiéndose para ello de mercenarios.

63. Es altamente positiva para todo el continente
la suscripción del acuerdo de cesación del fuego ce-
lebrada en Angola el 5 de abril de 2002. Este acuer-
do retoma el proceso de paz de Lusaka de 1994 y
prevé elecciones, la reintegración de 50.000 miem-
bros de la UNITA y la aplicación de un plan de
emergencia para los desplazados internos. También
merece resaltarse la celebración de elecciones presi-
denciales y legislativas en Sierra Leona, país que su-
frió una larga y cruenta guerra civil y que padeció
la presencia de mercenarios.

64. Las visitas del Relator Especial a El Salvador y
Panamá han permitido profundizar la investigación
sobre actividades denunciadas como mercenarias, en
las que el territorio de esos países fue utilizado y al-
gunos de sus nacionales fueron convocados para or-
ganizar actividades tipificadas como delitos. Aún en
el supuesto de no probarse las denuncias —que im-
plican a personas de origen cubano en la tentativa de
delitos graves, como homicidio— la admisión de que
su propósito no era ese, sino el apoyo a la deserción y
fuga de un alto visitante extranjero, significa igual-
mente la comisión de varios delitos, penados tanto por
las leyes de Panamá como por la ley internacional.

65. Las investigaciones relativas a dichas visitas no
han finalizado; lo que el Relator puede adelantar es
que los testimonios recibidos de las personas dete-
nidas en cárceles panameñas son insuficientes, ado-

lecen de contradicciones en relación con las investi-
gaciones que llevan a cabo las autoridades judiciales
de ese país y requerirán de mayores elementos pro-
batorios para ser aceptados como válidos.

VIII. Recomendaciones

66. Se recomienda a la Asamblea General que rati-
fique su posición de condena a las actividades mer-
cenarias, cualquiera sea su forma de manifestación,
y que advierta sobre las nuevas modalidades que
adopta.

67. Del mismo modo, es recomendable que, visto el
empleo de mercenarios en actos de terrorismo, se
incluya este aspecto en los análisis, seguimientos y
resoluciones de las Naciones Unidas contra el terro-
rismo. El mismo cuidado debería observarse en las
legislaciones nacionales. El Relator Especial seguirá
los avances en la legislación antiterrorista y coordi-
nará sus esfuerzos con los mecanismos de las Nacio-
nes Unidas relativos a la lucha contra este flagelo.

68. Es también recomendable poner especial aten-
ción a, y combatir, la intervención de mercenarios
en el tráfico ilícito de armas, que sirve para alimen-
tar y prolongar los conflictos armados. El agente
mercenario facilita con su experiencia la intensidad
y volumen de las operaciones de este tráfico ilícito.
En este sentido, conviene profundizar los trabajos
en la elaboración de instrumentos normativos que
persigan eficazmente ese tráfico ilícito y comprome-
ter la voluntad política de los Estados para su re-
presión efectiva.

69. Es recomendable alentar las investigaciones
que el Relator Especial viene realizando sobre la
existencia posible de redes de mercenarios que ha-
brían operado desde varios territorios de América
del Norte, Centroamérica y el Caribe, en violación
expresa de leyes nacionales e internacionales, con el
propósito de interferir en la estabilidad de Gobier-
nos constitucionales y de afectar, especialmente, al
Gobierno de Cuba. Ninguno de estos extremos es
conforme a la Carta de las Naciones Unidas. La
Asamblea General debe por tanto reiterar, junto
con la necesidad del respeto irrestricto a los dere-
chos humanos, la defensa de los principios de libre
determinación de los pueblos y de no intervención
en los asuntos internos de los Estados.
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70. Habiendo entrado en vigencia la Convención
Internacional contra las actividades mercenarias de
1989, es recomendable que la Asamblea General rei-
tere su invitación a los Estados que aún no forman
parte de ella a que la ratifiquen o se adhieran a la
misma y, al mismo tiempo, que invite a los Estados
Miembros a que revisen su legislación nacional para
concordarla con este instrumento. Convendría, por
último, que la Asamblea estableciera algún meca-
nismo que estudiara su mejor aplicación.


